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                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE SALTA
Autos: “Filomarino, Silvia c. Provincia de Salta” 

Sentencia del 25-03-2002

“.....que la Asociación de Empleados Legislativos de la Provincia (AGEL) de Salta posee inscripción gremial otorgada por resolución 1352 del Ministerio de Trabajo de la Nación, como asociación de primer grado, sin personería gremial, con zona de actuación en todo el territorio de la Provincia de Salta, mientras que tanto la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) y la Unión de Personal Civil de la Nación (UPCN), no agrupan al personal legislativo provincial (ver informe de fs. 115 de las presentes actuaciones). En consecuencia, si bien AGEL carece de personería gremial, como se ha señalado, no se ha probado la existencia de otro ente que sí la posea, respecto del mismo ámbito de actuación, por lo que no se presenta impedimento alguno para reconocerle a la actora la protección gremial que reclama. En tal sentido, esta Corte en el precedente registrado en el tomo 71:883, recordó que "la doctrina, comentando el art. 41 de la ley 23.551, ha destacado que "la ley dispone -conforme a nuestra tradición legislativa y práctica- que los delegados y comisiones internas deben ser afiliados a la asociación sindical con personería gremial en que está encuadrado el personal del establecimiento. La ley de facto 22.105 -apartándose de esa tradición- admitió la posibilidad de que estos representantes pudieran ser también afiliados a una asociación profesional simplemente inscripta, con lo cual abría paso -por lo menos teóricamente- a la formación de un "doble canal" representativo: por un lado el sindicato con personería gremial y por el otro, el delegado ajeno a él, distorsionándose así uno de los rasgos del "modelo sindical" argentino. En el nuevo ordenamiento, la eventualidad de que sea delegado de personal o miembro de comisión interna un trabajador afiliado a una entidad simplemente inscripta queda limitada, en forma subsidiaria, en los supuestos en que no existiere, con relación al empleador respecto de cual deberá obrar el representante, una asociación sindical con personería (Corte, Néstor T., "El modelo sindical argentino", Edit. Rubinzal-Culzoni, año 1994, p. 408)". En igual orden de ideas, refiere Jorge Bof ("Acciones tutelares de la libertad sindical", Ediciones La Rocca, p. 147, 1991) que pese a la exigencia legal en cuestión -personería gremial de la entidad- el empleador no se puede valer de tal circunstancia, guardando silencio luego de notificado, admitiendo al representante gremial y ante el reclamo formulado por su estabilidad volverse contra el mismo desconociendo el mandato; tal comportamiento fundado en la omisión o irregularidad de tal recaudo normativo deviene extemporáneo: en tal caso no se tiene en cuenta la naturaleza o el carácter de las normas, sino la conducta observada por las partes en su trato mutuo, que exige se conduzcan de buena fe (arts. 1198, C.C. y 63, LCT). ...Que bajo dichos presupuestos, el estado provincial dispuso la modificación en las condiciones de labor de la actora, al incluirla en el mentado Programa de Reconversión del Empleo Público, en violación a lo previsto por el art. 52, primer párrafo, de la ley 23.551, pues no se promovió la previa acción judicial tendiente a obtener la exclusión de la tutela que garantiza la estabilidad de que gozaba aquélla en su empleo. Así las cosas, carece de sustento lo expuesto por la recurrente al negar la ilegitimidad del acto impugnado, al argumentar de que se trata de una medida de carácter general, implementada en el marco de la emergencia económica del Estado Provincial que afectó a un significativo número de empleados. Ello, porque, en el caso de la actora, dada su calidad de delegada gremial, la injustificada omisión de obtener en forma previa la exclusión de las garantías previstas por los arts. 40, 41, 48 "in fine" y 50 de la ley 23.551, vulnera el art. 46 de la Constitución Provincial (confr. esta Corte, Tomo 71:883). De tal suerte que la circunstancia de haberse operado tal alteración de la relación laboral dentro del ámbito de la ley de emergencia, no resulta un obstáculo para promover la acción sumarísima de exclusión de tutela sindical exigida por la ley 23.551 para, con posterioridad, hacer uso de la facultad conferida por la ley 6820 de disponer la inclusión de la actora en el Programa de Reconversión del Empleo Público (esta Corte, Tomos 63:723; 71:883; 73:979). ...Que lo expuesto conduce al rechazo de la apelación interpuesta por la Provincia de Salta, debiendo recordarse que, con claridad meridiana, el propio art. 52, segundo párrafo, de la ley 23.551, dispone que la violación por parte del empleador de las garantías establecidas en los arts. 40, 48 y 50, dará derecho al afectado al pago de los salarios caídos durante la tramitación judicial o el restablecimiento de las condiciones de trabajo, disposición que, en consecuencia, también invalida los agravios propuestos por el recurrente en tal sentido, luciendo inconsistentes para conformar una crítica concreta y razonada de la sentencia en grado”.

CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE SALTA 
Autos: “Pérez, Alfredo R. C. Municipalidad de Salta”  

Sentencia 26-03-2002

EXCLUSIÓN DE TUTELA SINDICAL - REQUISITO “SINE QUA NON” PARA MODIFICAR LAS CONDICIONES LABORALES DEL REPRESENTANTE SINDICAL

“....el actor, Redactor de la Dirección de Prensa de la Municipalidad de la Ciudad de Salta, fue electo como vocal titular segundo en el Sindicato de Prensa de Salta, a partir del 10 de setiembre de 1998 y hasta el 10 de setiembre de 2002, conforme surge del Acta de Proclamación ... y que fue notificada por el Sindicato de Prensa a la empleadora mediante nota del 16/9/98....En otro orden, se encuentra acreditado que el recurrente había sido incluido, mediante decreto 611/96, en el decreto 017/96 que establece el Servicio Esencial de Atención Continua (SEAC), con acreditación del Adicional "B" -valor 500 puntos- ...., lo que se hizo efectivo, conforme surge de las fotocopias certificadas de los recibos de haberes del actor ...., percibiendo en forma ininterrumpida la suma de $ 175,00 en concepto de Adicional por Atención Continua. Posteriormente, el 30/12/99, se dictó el citado decreto 1656/99, del Poder Ejecutivo Municipal, que resolvió, en su art. 9°, "suspender a partir del 1/01/00 el pago de adicionales por Servicio Esencial de Atención Continua (SEAC A, SEAC B, SEAC C) y Régimen SEAC Rotativo, en todo el ámbito del Departamento Ejecutivo, hasta tanto se definan las áreas o sectores que trabajarán en ese régimen de Atención Continua y por ende, percibirán dicho adicional".....Que, como premisa básica y conforme lo ha expresado esta Corte, la tutela de los derechos sindicales invocados por el actor cuentan con una vía específica para su restablecimiento, prevista por la ley 23.551 (conf. "David, Vuenaventura - Amparo" -LLNOA, 2000-970- y "Guaymás Salgado, Francisco Héctor vs. Provincia de Salta", Tomo 59:293 y 387, respectivamente). Recordó el tribunal así, en el precedente citado en segundo término, que el art. 14 bis de la Constitución Nacional establece que "los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con su estabilidad en el empleo". Y es justamente el régimen establecido por la ley 23.551 el que estatuye las "garantías necesarias" a que alude la norma constitucional y, en tanto implica el legítimo ejercicio de la facultad del Congreso de la Nación de reglamentar esas garantías, constituye derecho sustantivo con lo que, en tal carácter, integra el Código de Trabajo y de la Seguridad Social, cuya sanción, según el art. 75 inc. 12 de la Carta Magna Nacional, compete exclusivamente a aquél, por lo que las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella (art. 31 de la Constitución Nacional). En consonancia con dicho precepto, el art. 86 de la ley fundamental de la provincia dispone que "La Constitución Nacional, las leyes nacionales y esta Constitución, son ley suprema de la provincia. Los poderes públicos y los habitantes están obligados a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes y reglamentos". A más de ello, dichas garantías sindicales resultan plenamente operativas en el ámbito provincial (arts. 16, 46 y 65 de la Constitución local).... Que el art. 48, último párrafo, de la ley 23.551, dispone que "los representantes sindicales en la empresa, elegidos de conformidad con lo establecido en el art. 41 de la presente ley continuarán prestando servicios y no podrán ser suspendidos, modificadas sus condiciones de trabajo, ni despedidos durante el tiempo que dure el ejercicio de sus mandatos y hasta un año más salvo que mediare justa causa". En concordancia con el citado precepto normativo, el art. 52 establece que "Los trabajadores amparados por las garantías previstas en los arts. 40, 48 y 50 de la presente ley, no podrán ser despedidos, suspendidos ni con relación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que los excluya, conforme al procedimiento establecido en el art. 47 ...". En la especie, tal como lo expresa el apelante, el incumplimiento del procedimiento que permitiera a la demandada variar las condiciones de trabajo es el tema de la pretensión contenida en la demanda, y no la valoración que se efectúa en la sentencia, acerca de la legitimidad de la medida de carácter general tomada por el Municipio en el contexto de la emergencia, como una causal eximente de su responsabilidad como empleadora. Conforme ha señalado esta Corte, la circunstancia de haberse operado la alteración de la relación laboral dentro del ámbito de una norma de emergencia, no resultaba un obstáculo para promover la acción sumarísima de exclusión de la tutela sindical exigida por la ley 23.551 para, con posterioridad, hacer uso de la facultad conferida por el decreto 1656/99 y disponer las modificaciones en las condiciones de trabajo del actor que considera oportunas (conf. esta Corte, Tomo 71:883, 73:979). Ello es así, porque la previa exclusión judicial de la garantía sindical que exige la ley como requisito "sine qua non" para modificar las condiciones de trabajo de un representante gremial, tiene por objeto hacer efectiva la garantía a la estabilidad dispuesta de acuerdo con la premisa constitucional (art. 14 bis de la Constitución Nacional), otorgando, mediante un procedimiento judicial, la posibilidad de resguardar los derechos del trabajador analizando las causas que se invocan para ejercer el "ius variandi", la razonabilidad de la medida que la empleadora pretende tomar y también deslindar responsabilidad de sospecha de discriminación hacia el empleado que es dirigente gremial. En este aspecto, las referencias del Municipio demandado al art. 53 inc. "i" de la ley de asociaciones sindicales, que justifica las medidas del empleador cuando sean de aplicación general o simultánea a todo el personal, constituye un supuesto diferente al de autos, pues ello exige la cesación total de actividades, transitoria o definitivamente, tanto para evitar la configuración de una práctica desleal, como para impedir que el representante invoque la estabilidad (conf. esta Corte, Tomo 73:979).... Que lo expuesto conduce a declarar la ilegitimidad de la medida aplicada al actor mediante el decreto 1656/99, que modificó sus condiciones de trabajo sin previa exclusión judicial de la garantía a la estabilidad del representante gremial establecida por la ley 23.551. Tal circunstancia lleva asimismo, a revocar la sentencia recurrida y, de acuerdo a lo peticionado por el actor en su demanda, a ordenar el restablecimiento de las condiciones de trabajo que éste desempeñaba y el pago de las diferencias salariales suspendidas a partir de la entrada en vigencia del decreto 1656/99...”.
